
JURISPRUDENCIAS EMITIDAS POR EL PLENO Y SALAS DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, Y POR LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO PUBLICADAS EN 
LA GACETA DEL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

DE ENERO A ABRIL DE. 1995 

ENERO 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

REVZSZÓN FISCAL, RECURSO DE LA SECRETARIA DE HACIENDA Y 
CREDZTO PUBLICO PUEDE INTERPONERLO, TRATANDOSE DE UN 
SUPUESTO DWERSO A LOS PREVISTOS EN E L  PARRAFO CUARTO DEL 
ARTICULO 248 DEL CÓDZGO FISCAL DE LA FEDERACZÓN, SI ACREDITA 
LA EXISTENCIA DE LOS REQUISITOS PREVISTOS EN LOS PARRAFOS 
PRIMERO Y TERCERO DEL PROPIO ART~CUU). 

Tratándose de un supuesto diverso a los que prevé el cuarto párrafo del 
articulo 248 del Código Fiscal de la Federación, la Secretaria de Hacienda y 
Crédito Público debe acreditar para la procedencia del recurso de revisión 
fiscal, que se satisfacen los requisitos que exigen los párrafos primero y tercero 
del propio artículo. Así, el primer párrafo, establece la regla general a las 
autoridades demandadas y los requisitos que deben satisfacer para la 
procedencia del recurso, lo que significa que si bier, , el cuarto párrafo del 
aludido artículo 248, contiene diversas excepciones a esta regla general que 
exime a la Secretaria de Hacienda y Crédito Público de satisfacer el requisito 
de cuantta minirna o la justificación de la importancia y trascendencia del 
asunto, lo cierto es que cuando autoridades de esta dependencia interponen 
el recurso de revisión f~ca l ,  alegando afectación al interés de la Federación, 
en términos del primero y tercer párrafos del citado precepto, están obligadas 
a acreditar el requisito de cuantia m i m a  que se exige, o justificar la 
importancia y trascendencia del negocio para que resulte procedente el recurso 
de revisión interpuesto, en virtud de que las excepciones a que se refiere el 
cuarto párrafo de este artículo, si bien se refieren a la afectación de intereses 
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884 JURISPRUDENCIA 

de la Federación, esta afectación debe ser a intereses f~cales pero no a la 
afectación de intereses meramente jurídicos, amén de que las violaciones que 
se cometan en el dictado de la sentencia o resolución no se encuentran previstas 
en el cuarto párrafo mencionado, por lo tanto, las violaciones a las reglas que 
establece el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación en el dictado de 
las sentencias sólo es recurrible en los términos del primero y tercer párrafos 
del artículo 248 del código tributario. En esta tesitura, no debe entenderse 
que las excepciones que establece el cuarto párrafo del artículo 248, restringen 
a las autoridades de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público a interponer 
el recurso de revisión fiscal únicamente ante estos supuestos, sino que cuando 
la resolución combatida se sitúe en alguna de estas excepciones no están 
obligadas, estas autoridades, a acreditar la cuantía del negocio ni a justificar 
o razonar la importancia y trascendencia del asunto, lo que implica a su vez 
que, cuando la resolución combatida se encuadre dentro de la regla general 
que establece el primer párrafo del artículo 248, estas autoridades podrán 
interponer el recurso de revisión fiscal debiendo satisfacer el requisisto de 
cuantía o de importancia y trascendencia para que resulte procedente el recurso 
intentado. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRI- 
MER CIRCUITO. 

Revisión fiscal 453194.- Secretaría de Hacienda y Crédito Público y otra. -7 de abril de 1994. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. -Secretaria: Rosalba 
Becerril Velázquez. 

Revisión fiscal 573194.- Secretaría de Hacienda y Crédito Pdblico. -23 de mayo de 1994. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. -Secretaria: Rosalba 
Becerril Velázquez. 

Revisión fiscal 913194.- Secretaría de Hacienda y Crédito Público. -30 de junio de 1994. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. -Secretaria: Rosalba 
Becerril Velázquez. 

Revisión fiscal 1053194.- Secretaría de Hacienda y Crédito Pdblico. -7 de julio de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. -Secretaria: Rosalba 
Becerril Velázquez. 

Revisión fwal  1083194.- Secretarla de Hacienda y Crédito Público. -10 de agosto de 1994. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. -Secretaria: Rosalba 
Becerril Velázquez. 

PENA CONVENCIONAL. CUAL ES LA OBLIGACI~N PRINCIPAL EN LA. 

La intepretación auténtica, lógica y sistemática de las disposiciones legales 
rectoras de h clausuh penal, en relación con su objeto y naturaleza jurfdica, 
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JURISPRUDENCIA 385 

conduce a determinar necesariamente que el concepto "obligación principal", 
utilizado en el articulo 1843 del Código Civil para el Distrito Federal, se refiere 
a cada obligación concreta por cuyo posible incumplimiento se pacta la pena 
convencional, y en modo alguno a la obligación que se estime de mayor 
importancia, económica o de cualquier otra índole, entre todas las contrafdas 
en un contrato. Las razones especificas que conducen a dicho criterio son 
las siguientes: l.-De lo dispuesto en el articulo 1840 del citado ordenamiento 
sustantivo, se advierte que la pena convencional es una prestación pactada para 
el caso de que cierta obligación no se cumpla, o no se cumpla de la manera 
convenida. Su objeto esencial, según lo explican magistralmente los autores 
del Código Civil para el Distrito Federal de 1870, en la parte expositiva, consiste 
en indemnizar al acreedor de los daños y perjuicios que se le sigan con la falta 
de cumplimiento de la obligación, y por esto se fija como b i t e  máximo el 
valor de la obligación principal, porque si pudiera exceder de éste, se halagarfa 
con un incentivo poderoso al acreedor, para obstaculizar el cumplimiento o 
ser moroso al exigirlo, por lo menos, con el ánimo de obtener el importe de 
la pena, que implicarfa no sólo una justa indemnización, sino también una 
considerable ganancia, o bien resultaría un pacto estéril, si no se cumple, o 
un gravamen realmente insoportable. En dicha parte expositiva se ve que 
invariablemente se identificó a la obligación principal con la obligacion 
incumplida. Por otra parte, el objeto descrito de la cláusula penal ha continuado 
hasta nuestros dias, sin variación en la legislación vigente, y esto lleva a la 
situación siguiente: si no se identificara a la obligación principal con la que 
por incumplimiento da lugar a la pena convencional, se desvirtuaría 
absolutamente la finalidad de ésta, porque admitirfa la posibilidad de que una 
pena convencional excediera en valor o cuantía a la obligación cuyo 
incumplimiento la generó, contrariando asi el fin perseguido con la institución. 
Verbigracia, si un arrendatario incumpliera con el deber adquirido de sustituir 
el calentador de agua por uno nuevo, cuyo precio no excediera de mil nuevos 
pesos, y por eso estuviera fijada una pena de tres mil nuevos pesos, siendo la 
prestación contractual de mayor importancia, el pago de la renta mensual de 
cuatro mil nuevos pesos, con el criterio que no se admite por este tribunal, 
seria válida esa estipulación y, consecuentemente, contravendrfa el objeto 
explicado, al proporcionar al acreedor, no sólo lo máximo que pudiera obtener 
con el cumplimiento de la obligación, sino una jugosa ganancia, ajena 
totalmente a los propósitos de la institución; en cambio, si como obligación 
principal se entiende la sustitución del calentador, lo convenido al respecto 
sería nulo, en lo que excediera al valor de este mueble más la mano de obra 
y materiales para su instalación, logrando así inobjetablemente que el 
arrendador fuera compensado por lo que perdió con el incumplimiento, sin 
propiciar una injusta ganancia. 2.-Del contenido del articulo 1841 del Código 
Civil, se desprende el carácter accesorio de la pena convencional, y por tanto, 
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que su existencia, validez y subsistencia siguen la suerte de la obligación con 
la que se le vincula. Por esto, el precepto dice que la nulidad del contrato 
importa Ya de la cláusula penal, pero la nulidad de ésta no acarrea la de aquéln, 
con la sola aclaración de que en este texto, la palabra contrato está usada como 
sinónimo de la obligación que sirve de base a la cláusula penal, siguiendo con 
esto una antigua costumbre de los legisladores y los autores. Este carácter 
accesorio acogido en la ley, permite explicar con claridad que en una 
disposición inmediata posterior se use el concepto "obligación principal", 
entendiéndose éste en oposición al de "obligación accesorian dado a la pena, 
en seguimiento de una de las clasificaciones tradicionales de las obligaciones, 
que distingue entre principal y accesoria. 3.-En todos los arttculos relativos a 
la cláusula en comento, se regula Únicamente la relación existente entre la 
obligación incumplida y la de pagar la prestación convencional por el 
incumplimiento, sin involucrar para nada alguna situación distinta. Por 
ejemplo, en el articulo 1840, donde se establece la posibilidad de pactar esa 
modalidad; en los artículos 1844 y 1845, referentes a la modificación de la pena 
por incumplimiento parcial de la obligación; o en el 1846, donde se dispone 
que no se puede exigir el cumplimiento de la obligación (incumplida) y el pago 
de la pena, sino una sola de estas prestaciones, por regla general. Esta constante 
haría ilógico que cuando a la palabra "obligaciónn se le agrega la voz "principal", 
se le diera un significado diferente al de la obligación incumplida, porque con 
ello se romperfa la uniformidad, sin ninguna explicación ni necesidad, e 
inclusive se alteraria la armonia de las normas y el objeto de la institución 
regulada, como ya se vio. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUI- 
TO 

Amparo directo 4974193. -Equipos Básicos, S.A. de C.V. -21 de octubre de 1993. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Leonel Castillo González. -Secretario: Ricardo Romero 
Vázquez. 

Amparo directo 2434194. -Adán Gutiérrez y González. -19 de mayo de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. -Secretario: Luis Arellano Hobelsberger. 

Amparo directo 4374/94. -1mpcec0, S.A. de C.V. y otras. -8 de septiembre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Gilda Rincón Oreta. Secretaria: Marcela Hernández 
Ruiz. 

Amparo directo 4574194. -Ignacio Rocha González. -22 de septiembre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretario: Luis Areiiano 
Hobelsberger. 
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Amparo directo 5334194. -María Esther Villalobos Herrera. -27 de octubre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas, en funciones de 
Magistrado por Ministerio de Ley. -Secretario: Carlos Arteaga Alvarez. 

SÉPTIMO DIA, CARGA DE LA PRUEBA DEL TRABAJO EN EL. 

Si bien es verdad que de acuerdo con el criterio sustentado por la Cuarta 
Sala de la Corte, el patrón tiene la obligación de probar el pago de los salarios 
por tener en su poder los elementos necesarios como listas de raya, nóminas, 
recibos, etc., también lo es que dicho criterio s610 puede ser aplicable al pago 
de séptimos días ordinarios, porque el trabajador tiene derecho a cobrar su 
salario, aunque no lo trabaje; pero tratándose de séptimos dias trabajados, por 
constituir una prestación extraordinaria, al trabajador corresponde probar 
haberlos trabajado para tener derecho a su cobro. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo directo 2339193. -Bernardo Briones López. -13 de mayo de 1993. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. 

Amparo directo 6301193. -José Alfredo García Martínez. -2 de septiembre de 1993. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Marta Simona Ramos Ruvalcaba. -Secretario: Jes6s 
González Ruiz. 

Amparo directo 991 1193. -Gamaliel Flores Carreola. -27 de enero de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: María S i o n a  Ramos Ruvalcaba. -Secretaria: María del Carmen Gómez 
Vega. 

Amparo directo 1191194. -Guadalupe Montero Soh. -24 de marzo de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: María Simona Ramos Ruvalcaba. -Secretaria. MaríadelCarmen Gómez 
Vega. 

Amparo directo 9391194. -Ernesto Limón Flores. -27 de octubre de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: María Simona Ramos Ruvalcaba. -Secretaria: María del Carmen G6mez 
Vega. 

PREFERENCIA, RESPONSABILIDADES SINDICALES RESPECTO AL 
DERECHO DE LOS TRABAJADORES A LA. 

Si el laudo condena al sindicato a proponer a determinado trabajador para 
ocupar la plaza reclamada por éste y pagarle los danos y perjuicios por no 
haberlo propuesto en la debida oportunidad, es de considerarse que como en 
el caso no se está frente al pago de la indemnización por despido, sino se está 
aplicando el criterio de que el sindicato es responsable de los dalios y perjuicios 
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que se le causaren al trabajador por no haberlo propuesto, a pesar de tener 
mejores derechos, en la condena tienen que tomarse en cuenta las cantidades 
que sf recibió dicho trabajador cuando el sindicato lo haya propuesto para 
ocupar otros puestos distintos, durante el tiempo que haya sido preferido, 
debiendo ser deducidas del importe de dicha condena todas aquellas cantidades 
que hubiere recibido de la empresa por ese concepto. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo directo 747193. -Sección 34 del Sindicato de Trabajadores Petroleros de la 
República Mexicana. 4 de marzo de 1993. -Unanimidad de votos. -Ponente: Roberto 
Gómez Argliello. -Secretario: Angel Salazar Torres. 

Amparo directo 531193. -Seccibn 43 del Sindicato de Trabajadores Petroleros de la 
República Mexicana. -11 de marzo de 1993. -Unanimidad de votos. -Ponente: Roberto 
Gómez Argüello. -Secretario: Jaime Allicr Campuzano. 

Amparo directo 7311193. -Sección 34 del Sindicato de Trabajadores Petroleros de la 
República Mexicana. -21 de octubre de 1993. -Unanimidad de votos. -Ponente: Roberto 
Gómez ArgUello. -Secretario: Francisco O. Escudero Contreras. 

Amparo directo 4931194. -Sección 34 del Sindicato de Trabajadores Petroleros de la 
República Mexicana. -9 de junio de 1994. -Unanimidad de votos. -Ponente: Roberto 
Gómez Argliello. -Secretario: Jaime Allier Campuzano. 

Amparo directo 6631194. -Sección 34 del Sindicato de Trabajadores Petroleros de la 
República Mexicana. -lo. de septiembre de 1994. -Unanimidad de votos. -Ponente: María 
Simona Ramos Ruvalcaba. -Secretaria: María del Carmen Gómez Vega. 

AUTORIDAD RESPONSABLE,  E R R O R  EN E L  SEÑALAMIENTO DE 
L A .  

Si en la demanda de garantías se sefialó como acto reclamado una resolución 
atribuida a una Junta Especial de Conciliación y Arbitraje y en autos aparece 
comprobado que fue dictada por el Presidente de dicha Junta en lo indiviudual, 
debe sobreseerse en el juicio de amparo, con base en lo que dispone la fracción 
IV del artfculo 74 de la Ley de Amparo, porque los actos combatidos no 
aparecen probados en la forma reclamada, además no es posible examinar la 
constitucionalidad de los actos de dicho presidente, toda vez que, el quejoso, 
a quien competía, no lo designó como autoridad responsable y como tal no 
se le llamó a juicio. 
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TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 59/92. -Autobuses Atoyac, S.A. de C.V. y otras. -30 de septiembre de 
1992. -Unanimidad de votos. -Ponente: José de Jesús Rodriguez Martínez. -Secretario: José ' 
de Jesiis Murrieta López. 

Recurso de revisión 61/92. -Promotora Turtstica Genovesa, S.A. de C.V. -1 1 de noviembre 
de 1992. -Unanimidad de votos. -Ponente: Andrés Cruz Martínez. -Secretario: Miguel 
Angel Regalado Zamora. 

Recursos de revisión 72/92. -1mpulsora del Pequelio Comercio, S.A. de C.V. -3 de febrero 
de 1993. -Unanimidad de votos. -Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. -Secretario: 
Eugenio Isidro Gerardo Partida Sánchez. 

Recursos de revisión 37/93. -Ma. de Jesús HernándezVillegas y otros. -26 de agosto de 1993. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Andrés Cruz Martinez. -Secretario: Roberto Ruiz 
Martínez. 

Recursos de revisión 35/94. -Diane, S.A. de C.V. -23 de noviembre de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: José de Jesús Rodriguez Martínez. -Secretario: Antonio Valdivia 
Hernández. 

TRIBUNAL DE ALZADA DEBE EN SUPLENCIA DE LOS AGRAVIOS, 
ANALIZAR EL CUERPO DEL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD DEL 
SENTENCIADO. 

Si el tribunal de alzada omite analizar los aspectos relativos al cuerpo del 

delito y se concreta a estudiar los agravios enderezados a controvertir el apartado 

de la responsabilidad sin tener en cuenta que si aquél no apareciera demostrado, 

obviamente, careceria de objeto entrar al examen de la responsabilidad penal 

del quejosos, tal proceder se traduce en examen de la responsabilidad penal 

del quejoso, tal proceder se traduce en violación del articulo 309 del Código 

de Procedimientos Penales para el Estado que señala: "El tribunal de apelación 

suplirá la deficiencia de los agravios cuando el recurrente sea el procesado o, 

siéndolo el defensor, se advierta que por torpeza no los hizo valer debidamente", 

puesto que la exacta aplicación y cumplimiento del imperativo anterior, sólo 

se evidencia en segunda instancia, si ante la ausencia de agravios sobre las 

cuestiones relativas a la comprobación del cuerpo del delito y la responsabilidad, 

el tribunal analiza dicha cuestión preferentemente, para así estar en condiciones 

de decidir si se ha aplicado o no correctamente la ley, o si se han vulnerado 

los principios reguladores de la prueba, sin que deba limitar su estudio 

únicamente a los motivos de inconformidad, y es evidente que para ello no 

basta el análisis subjetivo deljuzgador, sino que es necesario plasmarse en forma 

objetiva en la resolución, los razonamientos que permitan determinar la 
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existencia o no de alguna infracción que amerite la necesidad de la reparación 
oficiosa en beneficio de la parte reo apelante. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO. 

Amparo directo 381194. -Conrado Padilla lslava. -1 1 de agosto de 1994. -Unanimidad de  
votos. -Ponente: David Guerrero Espriú. -Secretario: Jaime Ruiz Rubio. 

Amparo directo 388194. -Manuel Vega Acuaa y otro. -11 de agosto de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Faustino Cervantes León. -Secretano: Luis Humberto Morales. 

Amparo directo 514194. -JesiZs Montoya Bracamontes. -6 d e  octubre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: David Guerrero Espriii. -Secretario: Myrna C. Osuna 
Li r raga .  

Amparo directo 438194. -Adán Moroyoqui Durazo. -13 de octubre de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Faustino Cervantes León. -Secretario: Graciela Lara Osorio. 

Amparo directo 587194. -Jesús Armando Márquez Castillo. -4 de noviembre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Alfonso Cruz Sánchez. -Secretario: Jaime Ruiz Rubio. 

SOCIEDADES, REPRESENTACION DE LAS. REQUISITOS DE LOS PODE- 
RES. 

En los poderes que otorgue una sociedad, el testimonio respectivo debe 
contener, entre otros requisitos, la transcripción de los documentos relativos 
a la existencia legal de la sociedad y de las cláusulas que demuestran que el 
otorgante del poder se encuentra facultado por el órgano de la misma que tiene 
competencia para elio; sin que sea suficiente que el fedatario haga constar que 
el poderdante está autorizado para otorgar poderes, pues las transcripciones 
son indispensables para que el tribunal que conoce el asunto pueda juzgar, 
por si mismo, acerca de la comprobación fehaciente de la personalidad, dado 
que la fe pública notarial no comprende Ia facultad de reconocer la 
personalidad de un representante, para todos los efectos legales. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO. 

Amparo directo 60191. -Molino Harinero San Luis, S.A. de C.V. -13 de marzo de 1991. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Pablo Antonio Ibarra Fernández. -Secretario: Abdón 
Ruiz Miranda. 

Amparo directo 221191. -Bebidas Purificadas, S.A. de C.V. -3 de julio de 1991. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Pablo Antonio Ibarra Fernández. -Secretario: Abdón 
Ruiz Miranda. 

Amparo directo 387/91. -Jesús Mendiola López. -4 de diciembre de 1991. -Unanimidad 
de  votos. -Ponente: José Nabor González Ruiz. -Secretario: Sergio 1. Cruz Carmona. 
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Amparo directo 85192. -Ramón Alberto de  la Cruz Jiménez. -11 de marzo de 1992. - 
Unanimidad de vatos. -Ponente: Lucio Antonio Castillo González. -Secretaria: María Elva 
Lugo Pesqueira. 

Amparo directo 431194. -Servando Lizárraga Méndez y otra. -27 de octubre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Alicia Rodriguez Cruz. -Secretaria: María de los Angeles 
Peregrino Uriarte. 

ORDEN DE A P R E H E N S I ~ N .  EL  EXAMEN DE SU LEGALIDAD 
DEBE HACERSE AUN CUANDO ANTES DE RESOLVERSE EL 
JUICIO CONSTITUCIONAL,  SE DICTE EN CONTRA DEL QUEJOSO 
AUTO DE FORMAL P R I S I Ó N .  

Si bien es verdad que cesan los efectos del acto reclamado cuando la autoridad 
responsable pronuncia una nueva resolución que sustituye procesalmente a la 
anterior, también lo es, que esto acontece cuando con esa nueva situación se 
restituya al quejoso en el goce de las garantías que estime violadas, situación 
que no se presenta cuando habiéndose reclamado una orden de aprehensión, 
se decreta el auto de formal prisiibn en contra del amparista. Tampoco se podría 
actualizar la causal de improcedencia prevista por el artículo 73, fracción X, 
de la Ley de Amparo, pues dicho precepto prevé que sólo la sentencia de 
primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las 
violaciones para los efectos de la improcedencia originada por el cambio de 
situación jurfdica; circuntancia por la que actualmente el examen de la legalidad 
de una orden de aprehensión, debe ventilarse aun cuando antes de resolverse 
el juicio constitucional se dicte en contra del quejoso auto de formal prisión. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 265194. -Alberto Ramfrez Olivares. -25 de agosto de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Enrique Duenas Sarabia. -Secretario: César Flores 
Rodriguez. 

Amparo en revisión 300194. -Maria Minerva Esperanza Torres López. -2 de septiembre de 
1994. -Unanimidad de votos. -Ponente: Rosa María Temblador Vidrio, -Secretaria: Juana 
Martha López Quiroz. 

Amparo en revisión 347194. -Celedoni0 Hernández Quezada. -22 de  septiembre de 1994. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Enrique DueAas Sarabia. -Secretario: Ezequiel TlecuitI 
Rojas. 

Amparo en revisión 270194. -Roberto Martínez Hernández. -30 de septiembre de 1994. 
-Unanimidad de  votos. -Ponente: Rosa María Temblador Vidrio. -Secretario: Benito 
Andrade lbarra. 
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Amparo en revisión 382194. -Jacobo Coraza Mtndez. -27 de octubre de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Eric Roberto Santos Partido. -Secretario: Manuel Acosta Tzintzun. 

CONFESION COACCIONADA CORROBORADA POR OTROS DATOS. 

Cuando una confesión es obtenida mediante la violencia física y ésta se 
encuentra islada sin ningún otro dato que lo robustezca o corrobore, desde 
luego que la autoridad de instancia debe negarle todo valor; pero si una 
confesión es obtenida mediante golpes, y ésta se encuentra corroborada con 
otros datos que la hacen verosímil, no por la actitud de los elementos de la 
policía se deberá poner en libertad a un responsable que confesó plenamente 
su intervención en determinado delito, quedando a salvo desde luego el derecho 
del sujeto para denunciar ante la autoridad competente la actitud inconstitu- 
cional de los agentes de la autoridad que lo hayan golpeado. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

Amparo directo 215191. -Josk Luis de la Fuente Bautista. -19 de junio de 1991. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. -Secretario: Humberto 
Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 268191. -Anibal González Chávez. -26 de junio de 1991. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. -Secretario: Humberto Schettino Reyna. 

Amparo en revisión 296191. -Jorge Ptrez Balderas. -9 de julio de 1991. -Unanimidad de 
votos. -Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. -Secretario: Josk Mario Machorro Castillo. 

Amparo directo 58192. -0scar Martínez Quezada. -13 de octubre de 1992. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Tarcicio Obregón Lemus. -Secretario: Gonzalo Carrera Molina. 

Amparo directo 283194. -Javier Sánchez Eliosa. -12 de julio de 1994.-Unanimidad de 
votos. -Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. -Secretario: Humberto Schettino Reyna. 

REFORMAS ALCODIGO PENAL FEDERAL DEL UNO DE FEBRERO DE MIL 
NOVECIENTOS NOVENTA Y CUATRO. SI EL ACTO RECLAMADO FUE 
PRONUNCIADO ANTES DE QUE ENTRARAN EN VIGOR, EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO ESTA ZMPOSIBILlTADO PARA TOMAR EN 
CUENTA LAS. 

Es improcedente la solicitud del quejoso en el sentido de que se apliquen 
en su beneficio las reformas al Código Penal Federal que entraron en vigor 
a partir del uno de febrero de mil novecientos noventa y cuatro, si la resolución 
reclamada fue pronunciada con anterioridad a la vigencia de las reformas en 
comento, aun cuando en éstas se encuentre disminuida la penalidad aplicable 
al delito de que se trata, toda vez que el Tribunal de amparo está imposibilitado 
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para tomar en cuenta tal circunstancia y conceder la protección de la Justicia 
de la Unión para que se dicte nueva sentencia y se reduzca la pena conforme 
a la citada reforma; en razón, que de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 78 de la Ley de Amparo, el acto reclamado debe apreciarse tal como 
aparezca probado ante la responsable, y si al pronunciarse la sentencia 
reclamada, no existía la reforma de mérito, no constituye parte de la lidr 
constitucional, por tanto, deberá promover en todo caso la reducción de la pena, 
en los términos del articulo 56, del Código Penal Federal, ante la autoridad 
que está ejecutando la sanción. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO CIRCUITO. 

Amparo directo 220194. -Rubén Manuel Hernández Pérez y otros. -12 de  mayo de 1994. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Angel Suárez Torres. -Secretario: Ramiro Joel Ramirez 
Sánchez. 

Amparo directo 225194. -Amilcar Espinoza Dlaz y otros. -12 de mayo de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Angel Suárez Torres. -Secretario: Ramiro Joel Ramirez 
Sánchez. 

Amparo directo 226194. -Hermelindo Aguilar Sánchez. -12 de mayo de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Angel Suárez Torres. -Secretario: Ramiro Joel Ramirez 
Sánchez. 

Amparo directo 224194. -Jorge Santana Hernández y otro. -19 de mayo de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. -Secretario: Stalin 
Rodriguez López. 

Amparo directo 707194. -Miguel Mendoza Aguilar. -10 de  noviembre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. -Secretario: Rafael León 
González. 

DELITO DE FRAUDE ESPEC~FZCO A QUE SE REFIERE EL ART~CULO 200, 
F R A C C Z ~ N  111, DEL C ~ D Z G O  PENAL. H Z P ~ T E S Z S  EN QUE NO SE 
INTEGRAN LOS ELEMENTOS CONSTITUTIVOS DEL (LEGZSLACZ~N DEL 
ESTADO DE CHIAPAS). 

Si el quejoso tenia contraído un adeudo con la parte agraviada, por compra 
de mercancía y por la cantidad de que fue acusado, misma que trató de liquidar 
con cheques de cuenta cancelada, tal circunstancia, no implica que esa cantidad 
la haya obtenido mediante engaiío, aprovechamiento de error o mediante el 
empleo de maquinaciones y artificios silaentrega de los cheques ocurrió mucho 
tiempo después de haber recibido las mercancías, por tanto, simplemente se 
contempla la existencia previa de un adeudo, que por ningún concepto puede 
calificarse de naturaleza penal porque no existe base para. ello al no acreditarse 
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que la emisión de los cheques haya sido el medio por el cual el indiciado adquirió 
el efectivo en mención. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 621192. -José Luis Pacheco de los Santos. -28 de enero de 1993. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Angel Suárez Torres. -Secretario: Ramiro Joel Ramirez 
Sánchez. 

Amparo en revisión 246194. -José Francisco Lazos Morales. -23 de junio de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Francisco A. Velasco Santiago. -Secretario: Stalin 
Rodriguez López. 

Amparo en revisión 466í94. -Erasmo Pérez Garcfa. -20 de octubre de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Angel Suárez Torres. -Secretario: Ramiro Joel Ramirez Sánchez. 

Amparo en revisión 538194. -Jaime de Jesiis Arreola Pérez. -23 de noviémbre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Mariano Hernández Torres. -Secretano: Luis Armando 
Mijangos Robles. 

Amparo en revisión 549194. -Manuel Acevedo Burgos. -7 de diciembre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Angel Suárez Torres. -Secretario: Ramiro Joel Ramirez 
Sánchez. 

FEBRERO 

PLENO 

ACTO RECLAMADO. LA O M I S I ~ N  O EL INDEBIDO ESTUDIO DE SU 
INCOSTITUCIONAUDAD A LA LUZ DE LOS CONCEPTOS DE VZOLACIÓN, 
PUEDE SER SUBSANADA POR EL TRIBUNAL REVISOR. 

De acuerdo con los articulo 77 y 78 de la Ley de Amparo, las sentencias 
que se dicten en los juicios de amparo deben contener la fijación clara y precisa 
del acto o actos reclamados, los que se apreciarán tal como aparezcan probados, 
ante la autoridad responsable, por lo que si el juez de Distrito, en su sentencia, 
contraviene esos ordenamientos, y no resuelve sobre alguno de tales actos, o 
no los aprecia correctamente, los agraviados al interponer la revisión están en 
aptitud de invocar el agravio correspondiente y si, además, no se aprecia que 
alguna de las partes que debió intervenir en eljuicio de garantías haya quedado 
inaudita, no procede ordenar la reposición del procedimiento en los términos 
del artículo 91, fracción IV, de la Ley de Amparo; pues tal falta de análisis 
no constituye una violación procedimental porque no se refiere a la infracción 
de alguna regla que norme la secuela del procedimiento, ni a alguna omisión 
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que deje sin defensa al recurrente o pueda influir en la resolución que deba 
dictarse en definitiva; sino que lo que es susceptible es que la autoridad revisora 
se sustituya al juez de amparo y efectúe el examen de los actos reclamados a 
la luz de los conceptos de violación, según lo previsto en la fracción 1, del artículo 
invocado, conforme al cual no es dable el reenvfo en el recurso de revisión. 

Contradicción de tesis 2/93. -Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Quinto 
Circuito. -7 de septiembre de 1994. -Unanimidad de dieciocho votos. -Ponente: Felipe 
López Contreras. -Secretario: Pablo Galván Velázquez. 

El Tribunal Pleno en su sesidn privada del jueves veintisiete de abril de mil novecientos 
noventa y cinco asignó el número 311 995 a esta tesis de jurisprudencia aprobada al resolver 
la contradicción de tesis número 2/93. -México, Distrito Federal, a veintiocho de abril de 
mil novecientos noventa y cinco. 

MENORES INFRACTORES DEL DISTRITO FEDERAL. LEY QUE CREA LOS 
CONSEJOS TUTELARES (PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACI~N DEL 2 DE AGOSTO DE 1974). EL PROCEDIMIENTO QUE 
ESTABLECE ES VZOLATORIO DEL ART~CULO 14 CONSTITUCIONAL. 

De los artículos lo., 4"., 14 y 18 de la Constitución se desprende, no sólo 
que las garantías establecidas favorecen a los menores de edad, sino además 
que éstos deben gozar de especial apoyo y protección, de modo que si por 
conductas que implican infracciones a las leyes las autoridades deben aplicarles 
medidas de seguridad que entrañen privarlos de su libertad o de sus derechos, 
deben ser oídos previamente, extremo que no garantiza el procedimiento 
establecido por la Ley que crea los Consejos Tutelares para Menores Infractores 
del Distrito Federal (publicada en el Diario Oficial de la Federación del 2 de 
agosto de 19743, en virtud de que no da oportunidad al menor para que 
intervenga en su defensa por conducto de sus padres, tutores o quienes ejerzan 
la patria potestad o del profesionalista de su confianza, beneficio este último 
de que gozan aun los adultos procesados penalmente, sin que baste para 
subsanar tal violación la circunstancia de que los artículos 15, 27, 31, 35, 40, 
58 y demás relativos de la ley reclamada establezcan, como órgano auxiliar 
oficioso, la figura del promotor, sobre el que recaen las facultades tutelares 
de defensa del menor, inclusive la de interponer recursos, en virtud de que 
su intervención impositiva y excluyente no responde con plenitud a las garantías 
que se establecen, precisamente, en interés del menor y que corresponde 
ejercitar, en principio, a quien ejerce la patria protestad o tutoría. 

Amparo en revisibn 5113190. -Hector Salgado Aguilera. -8 de septiembre de 1994. - 
Unanimidad de diecisiete votos. -Ponente: Juan Dfaz Romero. -Secretario: Raiil Alberto 
PCrez Castillo. 
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El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el veintisiete de abril en curso, por 
unanimidad de once votos de los senores Ministros Presidente José Vicente Aguinaco 
Alemán, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Mariano Azuela Gnitrón, Juventino V. 
Castro y Castro, Juan Díaz Romero, Genaro David Góngora Pirnentel, José de Jesús Gudiño 
Pelayo, Guiiiermo 1. Ortiz Mayagoitia, Humberto Román Palacios, Olga María Sánchez 
Cordero y Juan N. Silva Meza; aprobó, con el número Vl95, la tesis que antecede; y 
determinó que la votación es idónea para integrar tesis de jurisprudencia. -México, Distrito 
Federal. a veintiocho de abril de mil novecientos noventa y cinco. 

INVENCIONES Y MARCAS.  EL  A R T ~ C U L O  61 DE LA LEY 
RELATIVA N O  VIOLA LA G A R A N T ~ A  DE AUDIENCIA POR PER-  
MITIR QUE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA REALICE FUN- 
CIONES MATERIALMENTE JURISDICCIONALES.  

El articulo 61 de la Ley de Invenciones y Marcas vigente hasta mil novecientos 
noventa y uno, que faculta a la Secretaria de Comercio y Fomento Industrial 
para declarar de oficio, la nulidad administrativa de una patente, no viola la 
garantia de audiencia del articulo 14 constitucional por establecer que una 
autoridad administrativa dicte el acto de privación, ya que ha sido criterio 
constante y reiterado de este alto Tribunal, que la audiencia puede satisfacerse 
mediante un procedimiento seguido con todas las formalidades esenciales ante 
las autoridades administrativas competentes; sin que ello signifique que puedan 
realizar cualquier función de contenido materialmente jurisdiccional en 
sustitución de los órganos judiciales, ya que el contenido de sus atribuciones 
debe estar en correspondencia con las normas constitucionales que definen su 
marco de actuación de acuerdo con el sistema de división de poderes, el cual 
permite que cada uno de los órganos en que éstos se depositan, el Legislativo, 
el Judicial y el Ejecutivo, realicen además de la función predominante que les 
fue encomendada y que da lugar a su denominación, algunas otras que 
materialmente no coinciden con aquélla, tanto las que la propia Ley 
Fundamental concede de manera expresa y especifica a cada Poder, como 
aquellas que se entienden concedidas de manera impltcita por ser necesarias 
para el cumplimiento de las atribuciones que ésta les concede. En este último 
supuesto se halla la de declarar la nulidad de una patente, pues los articulo 
89, fracción XV y 28 constitucionales encomiendan expresamente al Ejecutivo 
Federal la facultad de otorgar patentes de intervención y mejora y esta 
atribución, ligada con #as quirnicas de ejecutar las leyes y proveer en la esfera 
administrativa a su exacta observancia, previstas en la fracción 1 del artículo 
89, impiica no s610 la facultad de conocer y resolver todas las cuestiones 
relacionadas con el otorgamiento de estos privilegios, sino también la de 
preservar el orden público que pudiera verse afectado con la subsistencia de 
una patente que se hubiera otorgado con violación a la ley. 
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Amparo en revisión 1429192. -Cajas de Cartón para Archivo Muerto, S.A. de C.V. y otro.- 
8 de septiembre de 1994. -Unanimidad de diecisiete votos. -Ponente: Juan Diaz Romero. 
-Secretaria: Adriana Campuzano de Ortlz. 

El tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el veintisiete de abril en curso, por 
unanimidad de once votos de los señores Ministros Presidente José Vicente Aguinaco 
Alemán, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Mariano Azuela Gliiltrón, Juventino V. 
Castro y Castro, Juan Diaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño 
Pelayo, Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia, Humbeto Román Palacios, Olga María Sánchez 
Cordero y Juan N. Silva Meza; aprobó, con el número VIIY95, la tesis que antecede; y 
determinó que la votación es idónea para integrar tesis de jurisprudencia. -México, Distrito 
Federal, a veintiocho de abril de mil novecientos noventa y cinco. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

El establecimiento de la sanción pecuniaria, en días multa, que equivale a 
la percepción neta del sentenciado en el momento de consumar el delito, 
tomando en cuenta todos sus ingresos hacen que esta forma de punir, además 
de tener significa que deban sujetarse necesariamente a la aplicación de este 
ordenamiento federal pues precisamente por integrar cuerpos de seguridad 
sus conflictos con el Estado deben dirimirse conforme a sus propias leyes como 
lo ordena la ya citada fracción XIII del precepto constitucional invocado, por 
tratarse de organismos o cuerpos especiales que por su propia naturaleza 
desempeñan una actividad especial y distinta a los trabajadores de confmnza 
a que se refiere la fracción XII del propio articulo. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO E N  MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRI- 
MER CIRCUITO. 

Recurso de queja 2O3/94. -Jefe del Departamento del Distrito Federal. -2 dejunio de 1994. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. -Secretaria: Rosalba 
Becerril Velázquez. 

Amparo en revisión 1343194. -0scar Benjamín GarcIa Dávila. -7 de julio de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Fernando Lanz Cárdenas. -Secretaria: Lourdes Margarita 
Garcia Galicia. 

Amparo en revisión 2363194. -Marco Antonio Mudoz Moreno. -20 de octubre de 1994. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Fernando Lanz Cárdenas. -Secretaria: Lourdes 
Margarita Garcia Galicia. 

Amparo en revisión 2653/94. -Juan Carlos Vicuda Flores. -17 de noviembre de  1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Fernando Lanzardenas. Secretaria: Lourdes Margarita 
García Galicia. 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1995. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://biblio.juridicas.unam.mx
http://www.juridicas.unam.mx


398 JURISPRUDENCIA 

Amparo en revisión 13/95. -Bertoldino Juares Fuentes. -26 de enero de 1995. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Fernando Lanz Cárdenas. -Secretaria: María Antonieta Torpey 
Cervantes. 

DIVORCIO. INTERPRETACI~N DE LA CAUSAL, PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 267, F R A C C I ~ N  XVIII, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL. 

La disposición en comento establece como causal de divorcio necesario: "La 
separación de los cónyuges por más de dos años, independientemente del 
motivo que haya originado la separación, la cual podrá ser invocada por 
cualesquiera"(sic)"de ellos". Después de haberse hecho un estudio profundo 
del contenido de esta norma, en el que se tomaron en cuenta una fuente 
inmediata, las causas reales que la originaron y los fines perseguidos, este 
Tribunal considera que, la causal de divorcio que contempla, surgió para 
ajustar la legislación a la realidad social, a fin de regularizar la situación juridica 
y fáctica de una gran cantidad de parejas en esta capital, que estando casadas 
sólo mantienen el vinculo formal, el que en la realidad ha quedado destruido 
irreversiblemente, habiéndose formado en muchos casos nuevos núcleos 
familiares debidamente integrados, inclusive, y que por diversos motivos no 
han promovido o conseguido el divorcio, por lo que es aplicable sólo a quienes 
se encuentren en esa situación, de modo que para que proceda el divorcio con 
apoyo en esta causal, deben reunirse los dos siguientes elementos: a) que la 
separación se dé con el ánimo o propósito de extinguir o dar por concluido 
el vinculo matrimonial y de dejar de cumplir con los fines del matrimonio 
y con las obligaciones que de éste se derivan, como pueden ser la ayuda mutua 
entre los cónyuges, el acuerdo para la educación y formación de los hijos, la 
perpetuación de la especie, etcétera, ánimo que puede manifestarse en forma 
expresa o tácita, mediante actos, omisiones o manifestaciones de cualquiera 
índole que asi lo revelen; y b) que ninguno de los cónyuges realice actos 
tendientes a regularizar esa situación dentro del lapso de la separación, ya sea 
el ejercicio de la acción de divorcio necesario por alguna de Lis otras causales, 
o su tramitación en forma voluntaria, o actos encaminados a la reanudación 
de la vida en común y al cumplimiento de los fines del matrimonio. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUI- 
TO. 

Amparo directo 336185. -María Magdalena Angeles Rodriguez. -7 de marzo de 1986. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Leonel Castillo Gonzáiez. 

Amparo directo 2109190. -Gaspar Gómez Ruiz. -31 de mayo de 1990. -Unanimidad de 
votos. -Ponente: Leonel Castillo González. -Secretario: J. Jesds Contreras Coria. 
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Amparo directo 3514190. -Francisco Alvarez Contreras. -23 de agosto de 1990. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Leonel Castillo González. -Secretano: J. Jesiis Contreras 
Coria. 

Amparo directo 6024193. -Marco Antonio Mendoza Martínez. -2 de diciembre de 1993. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Leonel Castillo González. -Secretario: Jaime Uriel Torres 
Hernández. 

Amparo directo 6294194. -José Luis González Monroy. -5 de enero de 1995. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Leonel Castillo González. -Secretario: Carlos Arteaga Alvarez. 

APELACZ~N.  EL AUTO QUE PROVEE SOBRE SU A D M Z S Z ~ N  NO 
REQUIERE DE NOTZFZCACZ~N PERSONAL. 

No existe analogfa entre la falta de emplazamiento al juicio y la falta de 
notificación personal del auto por el que el tribunal de alzada tiene por admitido 
el recurso de apelación y confirma la calificación del grado, concediendo 
término al recurrente para que exprese agravios, toda vez que la notificación 
personal al demandado, del emplazamiento al juicio, se justifica porque 
constituye la diligencia mediante la cual se hace saber a este último la existencia 
de la acción que la actora ejercita en su contra, lo cual permite que la 1iti.s se 
integre a través del emplazamiento que se practica a la parte reo; en cambio, 
en el auto de la alzada de referencia no se producen esas circunstancias, pues 
en este caso, las partes se encuentran enteradas de la existencia del juicio, de 
la secuela en que ésta se ha seguido y de la etapa procesal en que se encuentra, 
de tal suerte que no es preciso enterarlas mediante notificación personal, de 
los actos procesales que en el propio juicio se suceden, excepto en aquellos casos 
previstos por la ley. Por tanto, no procede notificar personalmente al recurrente 
el auto por el que el ad quem provee sobre la admisión del recurso de apelación, 
en virtud de que no se encuentra previsto expresamente en los articulas 114 
y 697, último párrafo del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal que tal provefdo se notifique en forma personal, ni se dan las 
condiciones necesarias para que el juzgador estime que dicha notificación se 
practique en esa forma, sobre todo si se toma en consideración que el citado 
auto recae al recurso de apelación que el propio inconforme interpone.* 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUI- 
TO. 

Amparo directo 4765189. -Teodoro Espana García. -8 de marzo de 1990. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Efrafn Ochoa Ochoa. -Secretario: No6 Adonai Martinez Berman. 

* No& Esta tesis No. 42 se editó en la Goccta del S e m a ~ r i o  Judicial de ia Fcderaciái número 
86-1 (febrero 1995). página 17, a petiú6n del Tribunal Colegiado, se vuelve a publicar con las correciones que 
envfaeste. 
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Amparo directo 830190. -Avelino Rodriguez Colín. -10 de mayo de 1990. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Efrain Ochoa Ochoa. -Secretario: Walter Arellano Hobelsberger. 

Amparo directo 1915190. -Promotora de Aceros Industrializados, S.A. de C.V. -9 de 
agosto de 1990. -Unanimidad de votos. -Ponente: Efrain Ochoa Ochoa. -Secretario: 
Eduardo Francisco Nuñez Gaytán. 

Amparo directo 3299191. -Victor Manuel Vega Diaz. -24 de octubre de 1991. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Efrain Ochoa Ochoa. -Secretario: Eduardo Francisco Nuñez Gaytán. 

Amparo directo 6485194. -Gabriela Torres López y otro. -12 de enero de 1995. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Adriana Alicia Barrera Ocampo. -Secretario: David Solis 
Pérez. 

La interrupción que se actualiza en la prestación del servicio, entre la fecha 
de terminación del contrato individual de trabajo celebrado con el trabajador 
originalmente contratado, y aquella en la que se pactan condiciones laborales 
con distinto trabajador, quien propiamente sustituye al primero, no puede 
constituir motivo para negarse la prórroga del contrato inicial, pues ello 
significaría dejar al arbitrio del patrón el cumplimiento de las normas del 
trabajo, proceder que se apartaría de los dispuesto en los artículos 5"., 18 y 
39 de la Ley Federal del Trabajo. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo directo 453189. -Fernando Gonzalez Dávila. -30 de agosto de 1989. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Fortino Valencia Sandoval. -Secretario: René Dhz Nárez. 

Amparo directo 1046190. -Petróleos Mexicanos. -23 de enero de 1991. -Unanimidad de 
votos. -Ponente: Carlos Bravo y Bravo. -Secretario: Manuel Rojas Fonseca. 

Amparo directo 1048190. -Petróleos Mexicanos. -23 de enero de 1991. -Unanimidad de 
votos. -Ponente: Carlos Bravo y Bravo. 

Amparo directo 374191. -Ernesto Mondragón y Gómez. -20 de febrero de 1991. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Jaime C. Ramos Carreón. -Secretario: Jorge Castillo 
Tapia. 

Amparo directo 683191. -Petróleos Mexicanos. -28 de agosto de 1991. -Unanimidad de 
votos. -Ponente: Fortino Valencia Sandoval. -Secretario: Leonardo A. López Taboada. 

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. DETER- 
M Z N A C Z ~ N  DEL CARACTER DE. 

La denominación que de confianza recibe una plaza regulada por la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, no la hace tener tal carácter, 
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pues es la actividad desarrollada por el trabajador lo que la determina, por 
lo tanto, el señalamiento que hace al artfculo 5". de dicho ordenamiento legal, 
debe corresponder plenamente a todos aquellos trabajadores que guardan las 
condiciones ahf precisadas. 

CUARTO TRIBUNAL EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 161188. -Rafael Alcino Reyes. -26 de  agosto de 1988. -Unanimidad de 
votos. -Ponente: Fortino Valencia Sandoval. -Secretario: René Díaz Nárez. 

Amparo directo 1020192. -Adulfo Pola Simuta. -21 de octubre de 1992. -Unanimidad de 
votos. -Ponente: Arturo Carrete Herrera. -Secretario: Gilberto León Hernández. 

Amparo directo 1077192. -Ana Rosa Rice Pena. -1 1 de noviembre de 1992. -Unanimidad 
de votos -Ponente: Fortino Valencia Sandoval. '-Secretario: Miguel Cesar Magallón 
Trujillo. 

Amparo directo 11 10192. -Antonio Garcta León. -6 de enero de 1993. -Unanimidad de 
votos. -Ponente: Fortino Valencia Sandoval. -Secretario: René Díaz Nárez. 

Amparo directo 798193. -Director del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado. -29 de octubre de 1993. -Unanimidad de votos. -Ponente: 
Fortino Valencia Sandoval. -Secretario: Miguel César Magallón Trujillo. 

C O N T R A T O  COLECTIVO E N  SU REVISIÓN S E  P U E D E N  R E D U C I R  
P R E S T A C I O N E S .  

En la tesis número 31/93, publicada con el rubro: "CONTRATO 
COLECTIVO VIGENTE EN LA INDUSTRIA PETROLERA (1991-1993). 
SU CLAUSULA CUARTA CONTRAVIENE LOS ARTICULOS 123, 
APARTADO 'A', FRACCI~N XXVII, INCISO H), CONSTITUCIONAL Y 
394, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO", este Tribunal sostuvo que no 
se puede modificar el pacto colectivo en detrimento de los trabajadores; sin 
embargo, una mayor meditación en cuanto al tema, lo lleva a modificar dicho 
criterio. En efecto, el inciso h) de la fracción XXVII del artículo 123, Apartado 
"A", de la Constitución General de la República, dispone que serán nulas 
aquellas estipulaciones que impliquen renuncia de algún derecho consagrado 
a favor del obrero en las leyes; por su parte, el artfculo 394 de la Ley Federal 
del Trabajo determina que ningún contrato colectivo podrá pactarse en 
condiciones menos favorables a las existentes en los contratos vigentes en la 
em'presa o establecimiento. De la interpretación de la disposición constitucio- 
nal, se infiere que la nulidad sobrevendrá cuando el derecho al que se renuncie 
esté previsto en la legislación, mas no en un contrato; y por lo que hace al 
precepto legal, de su lectura se advierte que se refiere a cuando por primera 
vez se va a firmar un contrato colectivo, si se atiende a que utiliza la palabra 
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contrato en plural, y en un centro de trabajo no puede existir más de un contrato 
colectivo, según se desprende del contenido del artículo 388 del mismo 
ordenamiento legal; de ahi, que válidamente se puedan reducir prestaciones 
en la revisión de la contratación colectiva, siempre y cuando sean éstas de 
carácter contractual o extralegal.* 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo directo 859194. -Crispín Rarnfrez Martinez. -16 de febrero de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. -Secretario: Carlos Alberto Bravo Melgoza. 

Amparo directo 3079194. -Macrino Corona Hernández. -20 de abril de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro y Alonso. -Secretario: Ricardo Castillo 
Mudoz. 

Amparo directo 4609194. -Salvador Hernández Cervantes. -25 de mayo de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro y Alonso. -Secretaria: Rosa 
María Galván Zárate. 

Amparo directo 11319194. -José Luis García Torres. -13 de diciembre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Nilda R. MuiIoz Vázquez. -Secretario: José Juan Ramos 
Andrade. 

Amparo directo 19/95. -Damián Domínguez Dominguez. -18 de enero de 1995. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro y Alonso. -Secretario: Ricardo 
Castillo Mudoz. 

APELACZ~N.  RECURSO DE, EL AUTO EN QUE SE ADMITE DEBE 
NOTZFZCARSE DE MANERA PERSONAL AL RECURRENTE. 

El tribunal de apelación al momento de resolver respecto de la admisión 
del recurso interpuesto por el acusado, debe ordenar la notificación personal 
de dicho proveido admisorio, pues en caso contrario se le dejaría en estado 
de indefensión, en virtud de que no tendría la posibilidad de impugnar la 
admisión, el efecto o efectos en que fue admitido dicho recurso, o bien ofrecer 
pruebas; lo anterior acorde a lo dispuesto por los artículos 373 y 374 del Código 
Federal de Procedimientos Penales.** 

* Nota: Esta tesis No. 10 se editó en la Gaceta del Semana& Judicial de la Federación ndmero 86 (febrero 
1995). página 27, a petici6n del Tribunal Coiegiado. se vuelve a publicar con las correciones que envla este. 

** Nota: Esta tesis No. 6 se editó en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federncidr~ nrimero 85 (enero 1995). 
página 73, a petici6n del Tnbunal Coiegiado. se vuelve a publicar con las correciones que envla este. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUI- 
TO. 

Amparwdirecto 234194. -Samuel Morfín Mejía. -13 de septiembre de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente Homero Rufi Velázquez. -Secretario: Fco. Javier Villasefior Casiiias. 

Amparo directo 251194. -Rodriga Cobián Serratos y otras. -22 de septiembre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Oscar Vázquez Marín. -Secretario: Oscar Naranjo 
Ahumada. 

Amparo directo 286194. -Jorge Javier Millares Lara y otros. -25 de octubre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Hugo Ricardo Ramos Carre6n. -Secretaria: María del 
Carmen Cabrai Ibarra. 

Amparo directo 292194. -Matias Gutiérrez Anaya. -25 de octubre de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Oscar Vázquez Marín. -Secretario: Lúciano Martinez Sandovai. 

SALARIOS CAÍDOS. DERECHO DE. COMPRENDE DESDE LA FECHA DE 
SEPARACI~N DEL TRABAJADOR HASTA AQUELLA EN QUE SE REALICE 
LA REZNSTALACI~N. 

Conforme a los linearnientos establecidos en el párrafo segundo del artículo 
48 de la Ley Federal del Trabajo, los salarios caídos están íntimamente 
relacionados con la procedencia de la acción principal ejercida y que se origina 
en el despido, por lo que si éste se tiene por probado, así como la injustificación 
del mismo, la acción relativa a salarios catdos también resulta procedente, dado 
que el derecho a la reinstalación y al pago de sus salarios constituyen aspectos 
de una misma obligación jurtdica. Por tanto, el derecho de pagode los salarios 
caídos comprende desde la fecha de la separación del trabajador, hasta aquelia 
otra en la cual el patrón realice materialmente la reinstalación que se le 
demandó, y no se interrumpe por el simple allanamiento del patrón al aceptar 
reinstalarlo, sino hasta el momento en que se repone al trabajador en su puesto 
en forma real y efectiva. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. 

Amparo directo 32193. -Sanjuma Martínez Triana. -17 de febrero de 1993. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Ramiro Barajas Plasencia. -Secretario: Carlos Hugo deLe6n Rodriguez. 

Amparo directo 165193. -1nocencio Flores VAzquez y otro. -12 de mayo de 1993. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Ramiro Barajas Plasencia. -Secretario: Carlos Hugo de 
Le6n Rodriguez. 

Amparo directo 227194. Seguridad Física en Instalaciones, S.A. -12 de mayo de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Enrique Cerdán Lira. -Secretario: Clemente Gerardo 
Ochoa Canta. 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1995. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://biblio.juridicas.unam.mx
http://www.juridicas.unam.mx


404 JURISPRUDENCIA 

Amparo directo 634194. -Artefactos El Aguila, S.A. de C.V. -20 de octubre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Ramiro Barajas Plasencia. -Secretano: Jesiis Marta Flores 
Cárdenas. 

Amparo directo 341194. -Comercializadora Sabee, S.A. de C.V. -20 de octubre de 1994. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Ramiro Barajas Plasencia. -Secretario: Carlos Hugo de 
León Rodríguez. 

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO, SU PRESENTACZ~N ANTE UNA 
AUTORIDAD DISTINTA DE LA ORDENADORA NO INTERRUMPE EL 
TÉRMINO PARA PROMOVER EL JUZCZO. 

El articulo 163 de la Ley de Amparo, determina que la demanda de amparo 
en la via directa debe presentarse por conducto de la autoridad que emitió el 
acto reclamado y el diverso 165 establece que la presentación ante autoridad 
distinta de la responsable, no interrumpe los términos a que se refieren los 
artículos 21 y 22 del propio ordenamiento. De lo anterior se sigue que si en 
vez de presentar el escrito ante la autoridad ordenadora se presenta ante una 
diversa por más que ésta sea parte en el juicio, el término no se interrumpe 
y por tanto, para efectos del cómputo deberá estarse a cuando la primera de 
las mencionadas, reciba el ocurso. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

Recurso de redarnación 7/88. -Hdctor HernAndez Bravo y otro. -30 de agosto de 1988. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Carlos Gerardo Ramos Córdova. -Secretario: Hugo 
Valderrábano Sánchez. 

Amparo directo 453193. -Rosario Pastrana Hernández. -10 de diciembre de 1993. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Eric Roberto Santos Partido. -Secretario: Manuel Acosta 
Tzintztln. 

Amparo directo 571193. -Margarito SuArez y Luna. -28 de enero de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Norma Fiailega Sánchez. -Secretario: Federico Jorge Martínez Franco. 

Amparo directo 589193. -Agustín Cuautle Gregorio. -3 de marzo de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Eric Roberto Santos Partido. -Secretario: Martín Amador Ibarra. 

Amparo directo 485192. -Josd Rojo Medina. -17 de agosto de 1994. -Uhanimidad de votos. 
-Ponente: Rosa María Temblador Vidrio. Secretario: Benito Andrade Ibarra. 

AUDIENCIA CONSTZTUCZONAL. SI CUALQUIERA DE LAS PARTES 
TIENEN INTERÉs EN UN SEGUNDO DIFERIMIENTO DEBEN SOLICITAR- 
LO. 

Cuando alguna de las partes solicita y obtiene el diferimiento de la audiencia 
constitucional porque la autoridad responsable no le expidió copias certificadas 
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para aportarlas como prueba en el juicio y, posteriormente, no insiste en su 
diferimiento con motivo de la nueva fecha sefialada, el juez de Distrito obra 
correctamente al celebrar la audiencia, no siendo el caso de que el tribunal 
ordene la reposición del procedimiento, ya que fundadamente se presume la 
falta de interés para obtener un segundo diferimiento. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 288í88. -María Delfma Galiazze de Salvaton y otra. -18 de octubre de 
1988. -Unanimidad de votos. -Ponente: Enrique Duenas Sarabia. -Secretario: Ezequiel 
Tlecuitl Rojas. 

Amparo de revisión 433188. -Rómulo Galeote Toribio. -24 de  enero de  1989. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Eric Roberto Santos Partido. -Secretario: Manuel Acosta Tzintziin. 

Amparo de  revisión 162190. -Osar  Bertheau Tamez. -5 de julio de 1990. -Unanimidad 
de  votos. -Ponente: Eric Roberto Santos Partido. -Secretario: Manuel Acosta Tzintziin. 

Amparo de revisión 420193. -Lázaro Hemández Ramirez y otro. -30 de septiembre de  1993. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Eric Roberto Santos f artido. -Secretario: Roberto Javier 
SAnchez Rosas. 

Amparo de revisión 136194. -1sauro Flores Fernández. -26 de mayo de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Eric Roberto Santos Partido. -Secretario: Manuel Acosta Tzintzfm 

PENA. JORNADAS DE TRABAJO EN FAVOR DE LA COMUNIDALI COMO 
SUSTITUTIVO DE LA MULTA. NO PUEDEN EXCEDER DE TRES HORAS 
DIARIAS NI DE MAS DE TRES VECES POR SEMANA. 

De conformidad con lo establecido por el artfculo 27, párrafo tercero, del 
Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común, y para toda 
la República en Materia de Fuero Federal, en relación con el numeral 66 de 
la ley laboral, las jornadas de trabajo en favor de la colectividad en substitución 
de la multa impuesta como sanción por la comisi6n de un delito, no podrán 
exceder de tres horas diarias ni de tres veces a la semana y deberán cumplirse 
en un horario distinto de las labores que representen la fuente de ingresos para 
la subsistencia del sentenciado y de su familia; por lo tanto, si se exceden esos 
límites se está en presencia de una violación de garantías.* 

* Noto: Esta tesis No. 6 se editú en la Gaceta del Semunnrio Judicial de la Federación ndmero 86 (febrero 
1995). pPgina 51, a petici6n del Tribunal CoIcgUulo, se vuelve a publicar con las correciones que envfa este. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO NOVENO CIRCUITO. 

Amparo directo 383193. -Pablo Rolando Trevino Rodrfguez. -12 de noviembre de 1993. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: Roberto Terrazas Salgado. -Secretario: Sergio Arturo 
López Servín. 

Amparo directo 458193. -Eduardo Alonso Delgado. -2 de febrero de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Roberto Terrazas Salgado. -Secretario: Sergio Arturo Mpez Servín. 

Amparo directo 115194. -JosC. Alberto Berna1 Trevino. -23 de marw de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Roberto Terrazas Salgado. '-Secretario: Sergio Arturo 
López Semín. 

Amparo directo 423194. -Alejandro Arroyo Lavín. -21 de septiembre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Roberto Terrazas Salgado. -Secretario: Sergio Anuro 
López Servín. 

Amparo directo 534194. -José Juan Infante Zamarripa. -30 de noviembre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Guadalupe Méndez Hernández. -Secretario: Miguel 
Angel Pena Martínez. 

FONDO DE H A B I T A C I ~ N  Y SERVICIOS SOCIALES, NO INTEGRA 
EL SALARIO DE LOS TRABAJADORES DE LA C O M I S ~ Ó N  FEDERAL 
DE ELECTRICIDAD. 

De conformidad con lo dispuesto por la Cláusula 66 del Contrato Colectivo 
de Trabajo, el Fondo de Habitación y Servicios Sociales de los Trabajadores 
Electricistas se instituyó por convenio de la empresa y el sindicato, con una 
cantidad determinada, más las recuperaciones de los créditos otorgados. Es 
decir, constituye una prestación que los trabajadores están en posibilidad de 
obtener si reiinen los requisitos establecidos por las partes contratantes, como 
financiamiento destinado a las acciones de vivienda que se prevén en la cláusula 
referida. Por su parte, ladiversa Cláusula 29 delContrato Colectivo de Trabajo, 
establece que el salario se integra con las cantidades que se sefialan en los 
tabuladores, más el importe de diversas prestaciones como son: fondo de 
ahorro; ayuda de renta de casa; tiempo extra constante; compensación por 
jornada nocturna; servicio eléctrico; prima por trabajo dominical, porcentaje 
adicional al pago de vacaciones; aguinaldo anual; cuota de transporte; cuota 
de arrastre; ayuda de despensa; fondo de previsión; y percepciones diarias y 
ordinarias; pero sin incluir el fondo de habitación. Por otra parte, de acuerdo 
a la Cláusula 64 del Contrato Colectivo de Trabajo, los trabajadores electricistas 
tienen contemplada una prestación para vivienda, que es la ayuda de renta de 
casa, y ésta si constituye parte integrante del sueldo. Por consiguiente, el fondo 
de vivienda no integra el salario, en términos de la Cláusula 29 del pacto 
colectivo, y cuando dicho beneficio se otorga, se destina a fmanciar acciones 
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de vivienda que, como préstamo, debe ser reintegrado por quien lo obtuvo, 
amén de que tampoco se trata de ningún pago que se realice en efectivo, por 
cuota diaria y ordinaria, por lo cual el Fondo de Habitación y Servicios Sociales 
no integran el salario de los trabajadores de la Comisión Federal de Electricidad. 

MARZO 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

ARRENDAMIENTO. MORA EN EL PAGO DE RENTAS. EXAMEN 
PROCEDENTE AUNQZTE NO SE HAYA ADUCIDO COMO CAUSAL RESCI- 
SORIA. 

Para poder resolver la procedencia o improcedencia de la rescisión del 
contrato, por falta de pago de rentas, es preciso analizar la oportunidad en 
el pago de las mismas, esto es, si se satisficieron en la forma y términos 
convenidos, como lo ordena la fracción 1 del articulo 2425, asi como el numeral 
2448-E del Código Civil para el Distrito Federal, ya que la falta de pago de 
la renta en los términos prevenidos en los articulas 2452 y 2454, faculta al 
arrendador para exigir la rescisión del contrato, de acuerdo con lo dispuesto 
por la fracción 1 del artfculo 2489 del ordenamiento citado. Por lo tanto, aunque 
en el escrito de demanda no se expresó como causal de rescisión la mo- 
ra en el pago de las rentas, sino la falta de pago, no resulta contrario a derecho 
el estudio que hizo el juez acerca de la oportunidad en la consignación de las 
rentas, pues para poder determinar si existió el cumplimiento de la obligación 
de pago de rentas, debe examinarse si dicho pago se efectuó en los términos 
de ley. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUI- 
TO. 

Amparo directo 575191. -Leocadio Rivas Martlnez. -22 de marzo de 1991. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Efraín Ochoa Ochoa. -Secretaria: Marla Guadalupe Gama Casas. 

Amparo directo 2825191. -Manuel Rojas Moreno. -5 de julio de 1991. -Unanimidad de 
votos. -Ponente: Efraín Ochoa Ochoa. -Secretario: Eduardo Francisco N6Aez Gaytán. 

Amparo directo .YZ!7/91. -Cecilia Freyssinier Suárez. -6 de febrero de 1992. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Ignacio Patián Romero. -Secretaria: Yolanda Morales Romero. 

Amparo directo 7019191. -Gregario Perea García. -20 de febrero de 1992. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Ignacio Patián Romero. -Secretaria: Yolanda Morales Romero. 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1995. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://biblio.juridicas.unam.mx
http://www.juridicas.unam.mx


408 JURISPRUDENCIA 

Amparo directo 255/95. -0pticas Devlyn, S.A. de C.V. -9 de febrero de 1995. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: María Soledad Hernández de Mosqueda. -Secretario: Regulo Pola 
Jésus. 

AMPARO DIRECTO 255195. OPTICAS DEVLYN, S.A. DE C.V. 

CONSIDERANDO: 

QUINTO.- Son infundados los cuatro conceptos de violación que expresa el 
representante legal de la quejosa OPTICAS DEVLYN, S.A. DE C.V., los que por 
su estrecha vinculación se estudian en su conjunto y en los que substancialmente se 
duele que, la Sexta Sala responsable indebidamente consideró que confirmaba la 
sentencia de primer grado porque la parte apelante no desvirtuaba las hipótesis por 
las cuales fue producida esa sentencia; que es incorrecta la anterior consideración 
porque la empresa demandada para desvirtuar la sentencia del inferior alegó en la 
alzada que la actora jamás fundó su acción en la falta de pago oportuno o de pago 
extemporáneo, sino que la causa de rescisión la hizo consistir en la falta de pago total 
de las pensiones rentisticas de los meses de septiembre y octubre de mil novecientos 
noventa y uno; que con las constancias de las consignaciones de renta se acreditó no 
sólo el pago de dichas mensualidades aunque en forma extemporánea, sino tambien 
las rentas de los meses siguientes; que el adpem, si hubiera analizado adecuadamente 
la expresión de agravios, no hubiera confirmado la sentencia apelada toda vez que 
en ella se atacó la indebida aplicación de los artículos 2483 fracción IV y 2489 fracción 
1 del Código Civil del Distrito Federal, toda vez que ninguno de los citados numerales 
establece la rescisión del contrato de arrendamiento por falta de pago puntual sino 
únicamente por falta de pago de rentas; que a mayor abundamiento la falta de pago 
puntual o pago extemporáneo se sancionó con una pena del diez por ciento por 
cobranza especial, pena que solamente es aplicable si el arrendador demuestra que 
hizo cobranza especial para exigir el cumplimiento de dicho pago; que la acción que 
debió de haberse deducido es la de pago puntual y no la de rescisión de contrato por 
falta de pago de rentas; que al resolver en los términos que lo hizo la Sala responsable 
dio z~ltrapetttio a la parte demandante, situación que en el derecho está prohibida ya 
que el derecho es darle a cada quien lo que le corresponde o sea un equilibrio entre 
lo demandado y 10 expuesto en juicio y que al declarar procedente la acción provoca 
un desequilibrio en perjuicio de la sociedad inconforme por lo que procede se le 
conceda el amparo y protección de la justicia federal que solicita. 

Se dice que son infundadas las anteriores alegaciones porque para poder resolver 
la ~rocedencia o improcedencia de la rescisión del contrato por falta de pago de 
rentas, como acontecio en el caso justiciable, es preciso analizar la oportunidad en el 
pago de las mismas, esto es, si se satisficieron en la forma y términos convenidos, 
como lo ordenan 10s articulas 2425 fracción 1 del Código Civil vigente en el Distrito 
Federal, ya que la falta de pago de las rentas en los términos prevenidos en el artículo 
2454 del citado ordenamiento legal, faculta al arrendador para exigir la rescisión del 
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contrato de arrendamiento de acuerdo con lo dispuesto por la fracción 1 del artículo 
2489 del ordenamiento citado. 

Por lo tanto, si bien es verdad lo que alega el representante legal de la sociedad 
quejosa en el sentido de que en el escrito de demanda se expresó como causa de 
rescisión la falta de pago de los meses de septiembre y octubre de mil novecientos 
noventa y uno, y no la mora en el pago de las rentas, no resulta contrario a derecho 
el estudio que hizo el juez del conocimiento cuya sentencia fundadamente confirmó 
la Sala responsable, acerca de la oportunidad en la consignación del pago de las rentas, 
pues para poder determinar si existió el cumplimiento de la obligación de pago de 
rentas, debe exa- minarse si dicho pago se efectuó en lr>s términos de ley. 

Este criterio ha sido sostenido por este Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil 
en la tesis publicada en la página 151 del Tomo VI1 del Semanario Judicial de la 
Federación, correspondiente al mes de mayo de 1991, Octava Epoca, bajo el siguiente 
tenor: "ARRENDAMIENTO. MORA EN EL PAGO DE RENTAS. EXAMEN 
PROCEDENTE AUNQUE NO SE HAYA ADUCIDO COMO CAUSAL RESCISO- 
RIA.- Para poder resolver la procedencia o improcedencia de la rescisión del contrato, 
por falta de pago de rentas, es preciso analizar la oportunidad en el pago de las 
mismas, esto es, si se satisficieron en la forma y términos convenidos, como lo ordena 
la fracción 1, del artículo 2425, así como el numeral 2448-E, del Código Civil para 
el Distrito Federal, ya que la falta de pago de la renta en los términos prevenidos en 
los artículos 2452 y 2454, faculta al arrendador para exigir la rescisión del contrato 
de acuerdo con lo dispuesto por la fracción 1, del articulo 2489, del ordenamiento 
citado. Por lo tanto, aunque en el escrito de demanda no se expresó como causal 
de rescisión la mora en el pago de las rentas, sino la falta de pago, no resulta contrario 
a derecho el estudio que hizo el juez acerca de la oportunidad en la consignación de 
las rentas, pues para poder determinar si existió el cumplimiento de la obligación de 
pago de rentas, debe examinarse si dicho pago se efectuó en los términos de ley". 

El criterio antes transcrito se sostuvo al resolver el juicio de amparo directo 5751 
9 1 el día veintidós de marzo de mil novecientos noventa y uno y reiterado al resolver 
los amparos directos 2825191, 3237191 y 7019191 los dias cinco de julio de mil 
novecientos noventa y uno, seis de febrero de mil novecientos noventa y dos y veinte 
del mismo mes y ano, respectivamente. 

Por lo anterior resulta inexacto que la Sala responsable hubiese aplicado 
indebidamente la fracción IV del artículo 2483, fracción 1 del articulo 2489 
y 2425 todos del Código Civil vigente en el Distrito Federal y que por ello la 
sentencia reclamada no se encuentre debidamente fundada, pues de  la lectura 
d e  dicho failo se advierte lo contrario con base en la consideraciones emitidas 
para confirmar la sentencia del inferior. 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1995. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://biblio.juridicas.unam.mx
http://www.juridicas.unam.mx


410 JURISPRUDENCIA 

En esas condiciones, no demostrándose que la sentencia reclamada viole en 
perjuicio de OPTICAS DEVLYN, S.A. DE C.V., las garantías otorgadas en 
los artículos 14 y 16 constitucionales, procederá negarle el amparo y la 
protección de la justicia federal que solicita a través de su apoderado SAUL 
NAVARRETE LEHMANN, en contra de los actos que reclamó de la Sexta 
Sala del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y del Juez Décimo 
Primero del Arrendamiento Inmobiliario de esta ciudad, al no advertir que 
se hubiese cometido en su contra una violación manifiesta de la ley que lo 
hubiese dejado sin defensa, en términos del artículo 76 bis, fracción VI, de 
la Ley de Amparo. 

Por lo expuesto y fundado y con apoyo en lo dispuesto por los artículos 
76, 77, 78, 79, 158, 188 y 190 de la Ley de Amparo, se resuelve: 

UNIC0.- La Justicia de la Unión no ampara ni protege a OPTICAS 
DEVLYN, S.A. DE C.V., contra el acto que reclamó por conducto de su 
apoderado SAUL NAVARRETE LEHMANN de la Sexta Sala del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal y que hizo consistir, en la sentencia 
definitiva pronunciada en el toca de apelación número 3395194, el día veintiuno 
de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro, relativo al juicio ordinario 
civil número 1155191, seguido por FUNDACIÓN ANTONIO HAGHENBECK 
Y DE LA LAMA I.A.P., su sucesión, en contra de la propia quejosa. 

Notifiquese; con testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos a la 
Sala responsable, y en su oportunidad archfvese el presente expediente como 
asunto concluido. 

Asilo resolvieron los Magistrados del Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito, licenciados Efraín Ochoa Ochoa, María Soledad 
Hernández de Mosqueda y Adriana Alicia Barrera Ocarnpo, siendo ponente 
la segunda de los nombrados. 

INCAPACIDAD. CASO EN QUE RESULTA INAPLICABLE EL A R T ~ U L O  
493 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

Cuando en un juicio se demanda el pago de pensiones por incapacidad 
parcial permanente por riesgo de trabajo y la Junta se auxilia de la opinión 
de peritos para resolver el conflicto, su determinación no debe rebasar los 
términos en que haya quedado delimitada la litir laboral; de tal suerte que si 
elige el peritaje médico que estima más apegado a la realidad, empero éste 
sugiere que las pensiones deben aumentarse hasta el monto de la que 
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corresponderia a una incapacidad permanente total, en términos del artículo 
493, de la Ley Federal del Trabajo, y con esa base se establece la condena, tal 
proceder infringe el principio de congruencia tutelado por el articulo 842 del 
citado ordenamiento, en razón de que la conclusión del especialista debe 
desestimarse en ese aspecto por rebasar la cuestión relativa que se sometió a 
su estudio, en atención a que para dirimir lo relativo a la aplicación del numeral 
493, es indispensable que en la contienda haya sido objeto de la acción los 
siguientes elementos: a).-La existencia de la pérdida absoluta de las facultades 
o aptitudes del trabajador para desempeñar su oficio o profesión; b).-La 
indicación de la importancia de la profesión u oficio; y c).-La imposibilidad 
de que el trabajador pueda desempefíar una categoría similar susceptible de 
producirie ingresos semejantes; por lo que si tales presupuestos se omiten 
indicar y el demandado no tuvo la oportunidad de controvertir estos aspectos, 
la Junta debe abstenerse de hacer ese pronunciamiento. 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo directo 99/94. -Instituto Mexicano del Seguro Social. -19 de enero de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. -Secretario: Héctor Landa 
Razo. 

Amparo directo 8269194. -Antonio Nieto Magana. -21 de septiembre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. -Secretario: Héctor Landa 
Razo. 

Amparo directo 9269194. -Vtctor Vargas Martínez. -19 de octubre de 1994. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro y Alonso. -Secretario: Ricardo Castillo 
Mudoz. 

Amparo directo 1559195. -Mari0 Strauss Franco. -21 de febrero de 1995. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Carlos Alberto Bravo Melgoza. 

Amparo directo 1659195. -Alfredo Corona Ramirez. -2 1 de febrero de 19%. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Nilda R. Muñoz Vázquez. -Secretario: Jorge Villalpando Bravo. 

P E N S I ~ N  POR INCAPACIDAD DERIVADA DE UN RIESGO DE TRABAJO. 
FECHA A PARTIR DE LA CUAL DEBE CUBRIRSE LA. 

En la tesis de jurisprudencia publicada en la página trece, de la Gaceta 
número sesenta y dos del Semanario Judicial de la Federación, correspondiente 
al mes de febrero de mil novecientos noventa y tres, con la voz "PENSION 
POR INCAPACIDAD DERIVADA DE UN RIESGO PROFESIONAL, 
FECHA A PARTIR DE LA CUAL DEBE CUBRIRSE SU PAGO", se establece 
que la pensión por incapacidad parcial o total debe cubrirse desde que se 
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determina el grado de incapacidad y que ésto acontece cuando: a).-El Consejo 
Técnico del Instituto Mexicano del Seguro Social emite resolución, o. b).-La 
autoridad laboral dicta el laudo respectivo. Acorde con este criterio se colige 
que cuando el riesgo lo determina el Instituto no hay discrepancia para 
establecer la fecha relativa, puesto que iínicamente se emite un fallo de carácter 
administrativo; sin embargo, la incertidumbre se presenta en el segundo caso, 
en el que puede existir más de un laudo con motivo de los juicios de amparo 
que se promuevan al respecto; hipótesis en la cual debe estarse a la fecha del 
primer laudo, porque es en éste en donde se establece la existencia del riesgo 
y en otro posterior sólo se reiterada esa conclusión o se estimarfa inexistente 
la afectación orgánica relativa, situación que no daría lugar a la controversia 
de que se trata. 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo directo 5699193. -Instituto Mexicano del Seguro Social. -18 de agosto de 1993. 
-Unanimidad de votos. -Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. -Secretario: H6ctor Landa 
,Raza. 

Amparo directo 509194. -José Carlos'Martínez Vargas. -2 de febrero de 19%. -Unanimidad 
de votos. -Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro y Alonso. -Secretario: Ricardo Castillo 
Mufioz. 

Amparo directo 5609194. -José Vargas Flores. -15 dejunio de  1994. -Unanimidad de votos. 
-Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro y Alonso. -Secretaria: Rosa María Galván Zárate.. 

Recurso de queja 339194. -Marco Aurelio Garcla Ojeda. -16 de noviembre de 1994. - 
Unanimidad de votos. -Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro y Alonso. -Secretaria: Rebeca 
Gabriela Pizafia Nila. 

Amparo directo 1269195. -Instituto Mexicano del Seguro Social. -15 de  febrero de 1995. 
-Unanimidad de  votos. -Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro y Alonso. -Secretaria: Rosa 
María Galván Zárate. 
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ABRIL 

PRIMERA SALA 

ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR CONTADOR. NO ES EXIGIBLE 
SU PRESENTACI~N EN JUICIO HIPOTECARIO PARA LA PROCEDENCIA 
DE ESTE. 

Si bien la ley de Instituciones de Crédito otorga el carácter de titulo ejecutivo 
al certificado contable cuando se exhiba junto con el contrato de crédito en 
que conste la obligación, y también el de prueba plena para acreditar en los 
juicios respectivos los saldos resultantes a cargo de los acreditados; de ahi no 
se sigue que la certificación contable sea exigible en toda clase de juicios, y 
especialmente en los hipotecarios, toda vez que aun cuando éstos participan, 
de la naturaleza privilegiada del ejecutivo, y también exigen la exhibición de 
un título ejecutivo para su procedencia, no cualquier título ejecutivo puede 
servirles de base, sino s610 el documento que la ley respectiva señale, como lo 
es la escritura que contenga el crédito hipotecario, debidamente registrada, ello 
sin perjuicio del derecho del acreedor para exhibir dicho estado de cuenta 
certificado, cuando quiera demostrar el saldo resultante. Por ende, la 
presentación del certificado contable, junto con el contrato, sólo es indispen- 
sable en los demás juicios ejecutivos, dado que los mismos se fundan 
necesariamente en documentos que tengan aparejada ejecución. 

Contradicción de tesis 23/94. -Entre las sustentadas por el Primer y Segundo Tribunales 
C.01egiados del Decimo Noveno Circuito. -10 de marzo de 1995. -Cinco votos. -Ponente: 
Olga María del Carmen Sánchez Cordero de Garcfa Villegas. -Secretario: Marco Antonio 
Rodrfguez Barajas. 

Tesis de Jurisprudencia 1/95. -Aprobada por la Primera Sala de este alto Tribunal, en 
sesión pública de diez de marzo de mil novecientos noventa y cinco, por cinco votos de 
los senores Ministros: Presidente Juventivo V. Castro y Castro, José de Jesús Gudino Pelayo, 
Humberto Román Palacios, Olga María del Carmen Sánchez Cordero de García Villegas, , 
Juan N. Silva Meza. 

CONTRADZCCZ~N DE TESIS 23/94. ENTRE LAS SUSTENTADAS POR 
EL PRIMER Y SEGUNDO TRIBUNALES COLEGIADOS DEL DECIMO 
NOVENO CIRCUITO. PROCEDENCIA DE ESTE. 

En términos de lo establecido por el articulo 195 de la Ley de Amparo la 
tesis jurisprudencia1 que se sustenta en este faiio deberá identificarse con el 
niimero que por el orden progresivo le corresponde dentro de la tesis de 
jurisprudencia de la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 197-A de la Ley 
Reglamentaria de Garantfas y 26, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, se resuelve: 

PRIMERO.-Si existe contradicción entre la tesis sustentada por el Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, al fallar el amparo directo 
nílmero226194, y la sostenida por el Segundo Tribunal Colegiado de ese mismo 
Circuito, al resolver el amparo directo 43/94. 

SEGUNDO.-Se declara que debe prevalecer con carácter jurisprudencial 
el criterio establecido en esta resolución, coincidente con el sustentado por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito. 

TERCERO.-Remítase de inmediato la tesis jurisprudencial que se sustenta 
en la presente resolución al Semanario Judicial de la Federación para su 
publicación y a la Gaceta del mismo, así como al Pleno y a la otra Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, a los Tribunales Colegiados de Circuito 
y Juzgados de Distrito, en acatamiento a lo previsto por el artículo 195 de la 
Ley de Amparo. 

Notiffquese, cúmplase y, en su oportunidad, archívese el expediente. 

Asf, lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: Presidente Juventino 
V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo, Humberto Román Palacios, 
Oiga Marta del Carmen Sánchez Cordero de Garcia Viilegas y Juan N. Silva 
Meza. Fue ponente la cuarta de los ministros antes mencionados. 

E X C E P C ~ ~ N  DE FALTA DE PERSONALIDAD EN EL JUICIO EJECUTIVO 
MERCANTIL. DEBE RESOLVERSE EN CUALQUIER ESTADO DEL JUICIO 
SIN ESPERAR HASTA EL DICTADO DE LA SENTENCIA DE FONDO. 

Constituyendo un presupuesto procesal la personalidad de las partes y 
teniendo el carácter de dilatoria la excepción de falta de personalidad porque 
no tiende a destruir la acción sino a retardarla, la opuesta por la parte 
demandada en un juicio ejecutivo mercantil es incidental conforme a lo previsto 
por el artículo 1349 del Código de Comercio por promoverse en juicio y tener 
relación inmediata con el negocio principal, debiendo, por ende, resolverse 
por eljuez sin substanciar artículo pero respetando el derecho de los interesados 
para que les oiga en audiencii verbal cuando lo soliciten, como lo previene 
el artículo 1414 del código citado, es decir, no debe abrirse incidente de previo 
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y especial pronunciamiento con periodo de pruebas y suspensión del 
procedimiento, sino que debe fallarse en cualquier estado del juicio sin 
necesidad de esperar al dictado de la sentencia de fondo. Lo anterior respeta 
el carácter dilatorio de la excepción de falta de personalidad, que .en un 
principio impide la prosecución de un procedimiento judicial y que sólo en 
virtud de la especial naturaleza del juicio ejecutivo mercantil, que exige 
celeridad por fundarse la demanda en documento que trae aparejada ejecución, 
el artículo 1414 del Código de Comercio establece que se resuelva sin 
substanciarse artículo pero respetándose el derecho de escuchar a los 
interesados en audiencia verbal cuando lo soliciten. Además, se respeta el 
carácter de presupuesto procesal que tiene la personalidad de las partes en el 
juicio y que exige su satisfacción para que se desarrolle válidamente el 
procedimiento, pues planteada la excepción relativa debe resolverse en la forma 
que satisface la celeridad que exige eljuicio ejecutivo mercantil, pero sin esperar 
hasta el dictado de la sentencia de fondo. 

Contradicción de tesis 27/94. -Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tribunal Colegiado del Noveno Circuito. -10 de 
marzo de 1995. -Cinco votos. -Ponente: Humberto Román Palacios. -Secretaria: Laura G. 
de Velasco de J. O'Farrill. 

Tesis de Jurisprudencia 2/95. -Aprobada por la Primera Sala de este alto Tribunal, en 
sesión pública de diez de marzo de mil novecientos noventa y cinco, por cinco votos de 
los señores Ministros: Presidente Juventino V. Castro y Castro, Josk de Jesús Gudino 
Pelayo, Humberto Román Palacios, Olga María del Carmen Sánchez Cordero de García 
Villegas y Juan N. Silva Mela. 
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